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Capítulo 2 
La mirada de los jóvenes: normas 
jurídicas y política pública*2

Edilberto Hernández Cano
Universidad Distrital Francisco José de Caldas

Secretaría de Educación de Bogotá

Resumen
Este capítulo analiza las representaciones sociales (RS) de los jóvenes en siste-
mas normativos, como leyes y políticas, que instituyen una subjetividad y pro-
yectan acciones. Surge de una investigación del Doctorado Interinstitucional en 
Educación de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas sobre las RS cons-
truidas por maestros de Bogotá. El estudio, de enfoque cualitativo e interpretati-
vo, adopta el enfoque procesual. Las políticas adultocéntricas definen estándares 
de ser joven y la relación de estos con el Estado, quienes enfrentan obstáculos 
para ejercer plenamente su ciudadanía. Las normativas construyen narrativas 
externas que limitan las prácticas de la población joven. Se concluye que debe 
reconocerse la realidad social, económica y cultural que restringe a los jóvenes 
su acceso a la educación, al empleo, a la participación y a la inclusión política.

Palabras clave: jóvenes, normas, representaciones sociales.

Introducción
El propósito de este capítulo es revelar las representaciones sociales (RS) sobre 
los jóvenes en su condición escolar construidas por los docentes de los ciclos de 
educación básica secundaria y media de colegios de Bogotá. Para ello, se reco-
noce que la posición social y el contexto sociocultural en el que se encuentran 

* 	 Este capítulo es producto de la investigación “Las representaciones sociales de maestros de 
educación básica secundaria y media de Bogotá sobre los jóvenes en su condición escolar”, 
como parte del proceso de formación del Doctorado Interinstitucional en Educación de la 
Universidad Distrital Francisco José de Caldas.
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los sujetos inciden en la construcción de las RS sobre los objetos de la realidad 
social.

Hernández Cano (2020) asume como objeto de estudio a los jóvenes esco-
lares, pues

la mayoría de los estudios sobre los jóvenes los han abordado en contextos 
diferentes a la escuela, en especial en sus formas de agrupación, en el contexto 
de la pobreza, la exclusión y la marginalidad, el barrio, la ciudad y las culturas 
juveniles; si se estudian en el campo educativo se miran desde perspectivas es-
tadísticas, como datos para la formulación de políticas o en su rol como alum-
no, es decir, no se ha estudiado al joven escolar en su condición juvenil en el 
marco de las representaciones sociales que han construido los maestros. (p. 2)

Este aspecto es una de las razones para vincular el estudio de los jóvenes con 
el campo de la educación. Así, se asume que, en el contexto escolar donde son 
vistos en su rol de alumnos, estos sujetos también experimentan la juventud.

Una de las razones para formular este estudio es la necesidad de articular el 
campo educativo con el de los estudios sobre juventud. El propósito es construir 
una comprensión más profunda y compleja de los estudiantes en cuanto jóvenes, 
atendiendo a las particularidades de su experiencia en el contexto escolar. 
Interpretar las RS que se han construido sobre los jóvenes en el contexto escolar y 
en las normas jurídicas y las políticas públicas que se instituyen sobre ellos es un 
ejercicio necesario, dado que estas inciden en las prácticas sociales y escolares y en 
las formas en que se les reconoce o invisibiliza. Las RS orientan las acciones hacia 
ellos, pues valoran o desconocen la subjetividad juvenil.

La pregunta que desarrolló la investigación fue “¿Cuáles son las representaciones 
sociales que han construido los maestros de educación básica secundaria y media 
sobre los jóvenes escolarizados en instituciones educativas de Bogotá y de qué 
manera estas representaciones orientan las prácticas de los maestros hacia los 
jóvenes?” (Hernández Cano, 2022, p. 3).

En el desarrollo de la investigación, se hizo una revisión documental para 
identificar el marco normativo sobre el objeto de representación. La intención es 
comprender las diversas miradas que desde las políticas públicas y referentes se 
instituyen los jóvenes, las cuales se presentan en este capítulo.

La emergencia de los jóvenes como sujetos de estudio
Según datos del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE, 
2021), la población entre 14 y 28 años representa alrededor del 34,5 % del total 
del país. Esto indica que es fundamental su reconocimiento en los diferentes 
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procesos de toma de decisiones y en la construcción de normas jurídicas y de 
políticas públicas.

Sin embargo, las diversas representaciones y abordajes de los jóvenes en la 
política pública han sido históricamente limitadas. Solo hasta finales del siglo XX 
empieza a haber demanda de políticas para ellos, al ser considerados un proble-
ma para la sociedad y como sujetos de investigación académica, en particular 
durante la década de 1980, en el marco de la violencia del narcotráfico.

El asesinato de Rodrigo Lara Bonilla, ministro de Justicia, a manos de jóvenes 
sicarios en 1984; la aparición de obras como la de Alonso Salazar No nacimos 
pa’semilla (1990) o la de Rodrigo Parra Sandoval, Ausencia de futuro: la juventud 
colombiana (1985), y la producción de la película Rodrigo D no futuro, de Víctor 
Gaviria (1985), introdujeron representaciones de los jóvenes colombianos alre-
dedor de categorías como sujetos peligrosos, en riesgo, violentos o delincuentes, 
estereotipos y prejuicios que proyectan una mirada negativa de la juventud.

En el contexto latinoamericano, esto se refuerza en investigaciones como 
la de Mario Margulis (1998), que muestran un panorama desalentador en las 
opiniones, las creencias y los conocimientos que dan cuenta de los jóvenes. Se 
les concibe en forma negativa, que puede traducirse en características como ser 
individuos antisociales (sujetos problema), carentes, en riesgo, como una etapa 
de la vida de inmadurez, que necesita controlarse para dar tránsito de la barbarie 
a la civilización, a lo que sí vale, que es la adultez.

En efecto, los jóvenes y la juventud han sido considerados de muy diversas 
maneras: como una subcultura con poca integración al sistema, marginal y 
anómica, práctica u objetivamente delincuente; como una contracultura dis-
funcional y contestataria, pero con gran capacidad para el consumo; como 
una etapa transitoria que sirve de preparación para el futuro, en la cual se 
está pero no se es; hasta llegar a considerarse como una población en riesgo: 
riesgo de convertirse en delincuente, riesgo de ser víctima de la delincuen-
cia, riesgo de contraer el sida y otras enfermedades de transmisión sexual, 
riesgo de convertirse en drogadicto, pero, sobre todo, riesgo de asumirse 
como crítica del sistema hegemónico y elemento subversivo de una supuesta 
normalidad. Es un mundo que ha sido objeto de distintas miradas, frente a 
las cuales aún prevalecen algunas de corte moralista, u otras que se afincan 
en visiones parceladas que convierten a los jóvenes en escuetos rótulos de 
víctimas o victimarios. (Margulis, 1998, pp. 10-11)
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Para Duarte (2001), la mirada que se construye sobre los jóvenes es restringida, 
pues obedece a una matriz adultocéntrica. Esta visión

sitúa a este grupo social, sus producciones y reproducciones, como carentes, 
peligrosos, e incluso los invisibiliza, sacándolos de las situaciones presentes y 
resituándolos en el futuro inexistente. Esta matriz la hemos denominado adul-
tocentrismo, en tanto ubica lo adulto como punto de referencia para el mundo 
juvenil, en función del deber ser, de lo que debe hacerse para ser considerado 
en la sociedad (madurez, responsabilidad, integración al mercado de consumo 
y de producción, reproducción de la familia, participación cívica, etc.). (p. 5)

Según Duarte (2001), estas concepciones sobre los jóvenes traen cuatro pro-
blemas. El primero, ubicarlos en una categoría social homogénea. El segundo, 
la estigmatización de la juventud, al considerarlos un problema social, aspecto 
que se interpreta en las prácticas sociales y los discursos. El tercero, entenderlos 
como una etapa natural de los individuos que impide verlos desde una matriz 
histórico-cultural y, por tanto, compleja y diversa. Esta visión está instalada, se-
gún este autor, en las RS en el contexto latinoamericano y del Caribe. Los jó-
venes, entendidos como una etapa de tránsito, no pueden al mismo tiempo ser 
adultos, se mira y valora a los jóvenes en perspectiva de la etapa venidera, la que 
sí vale, la adultez. El cuarto problema es la imagen esencialista de los jóvenes, 
que los ve como los redentores del mundo, una representación idealizada de 
estos sujetos, que en las narrativas habituales “son el futuro”.

Las perspectivas adultocéntricas, unificadoras y homogeneizadoras sobre la 
juventud producen representaciones que desconocen al sujeto en la compleji-
dad de sus determinaciones históricas, sociales, culturales y espaciales. Tales en-
foques niegan, por tanto, la diversidad de formas de ser y de vivir que configuran 
las experiencias juveniles. Reguillo Cruz (2000) resalta este aspecto, en su obra 
muestra las diferentes miradas de estos sujetos en las últimas décadas del siglo 
XX: los jóvenes fueron vistos durante las décadas de 1970, 1980 y 1990 como 
insurgentes, periodo en el cual muchos ingresan en las guerrillas y grupos arma-
dos en América Latina. Sin embargo, en Colombia, además, fueron vistos como 
actores de violencia, por ejemplo como elemento central del sicariato.

Esta mirada lleva a la formulación de políticas públicas y disposiciones nor-
mativas para reconocer y visibilizar a los jóvenes. Es necesario, por tanto, ana-
lizar las representaciones que se instauran sobre estos sujetos desde diferentes 
contextos legales. Con este propósito, se indagan los referentes normativos, si-
guiendo la jerarquía presentada por Kelsen (1994), quien señala un principio de 
rangos en las normas que componen el sistema jurídico.
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Los jóvenes en los marcos normativos
En Colombia, las disposiciones reguladoras dirigidas hacia los jóvenes incluyen 
las siguientes: la Constitución Política de Colombia, la Ley 375 de 1997, la Ley 
1098 de 2006, la Ley 1622 de 2013, la Ley 1885 de 2018, la Ley 2231 de 2022, 
el Decreto 2743 de 1968, el Decreto 2564 de 1984 y el Decreto 822 de 2000. La 
Constitución Política reconoce el derecho a la protección, la formación integral 
y la participación activa del adolescente y los jóvenes:

Artículo 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóve-
nes en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, 
educación y progreso de la juventud.

Este mandato constitucional abrió las puertas para que en la década de 1990 
los jóvenes y sus problemas cobraran visibilidad a través de otras disposiciones 
normativas; sin embargo, solo hace poco años los temas relacionados con la 
juventud han impulsado. Para Muñoz González (2003), la creación del Instituto 
Colombiano de la Juventud y el Deporte (Coldeportes) en 1968 fue el primer 
intento de que el Estado respondiera a las necesidades de la juventud en sus 
intereses, el deporte y los escenarios para esta actividad.

Artículo 8. El Instituto Colombiano de la Juventud y el Deporte tendrá a su 
cargo el desarrollo y la ejecución de los planes de estímulo y fomento de la 
educación física, el deporte, las actividades recreativas y de bienestar para 
la juventud, correspondientes a la política general que formule el Gobierno 
Nacional, a través del Ministerio de Educación, y según las decisiones que 
tome la Junta Directiva del Instituto. (Decreto 2743 de 1968)

Tiempo después, el país se vincula al Año Internacional de la Juventud en 1985, 
declarado por las Naciones Unidas, el cual fue acogido por el Gobierno colom-
biano mediante el Decreto 2564 de 1984 “por el cual se crea el Consejo Nacional 
Coordinador para la celebración del Año Internacional de la Juventud”. Este 
órgano fue integrado por sectores públicos y privados y representantes de estu-
diantes de la Asociación Nacional de Estudiantes y de la Coordinadora Nacional 
de Juventudes anexas al Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 2. El Consejo Nacional de la Juventud y el Deporte tendrá las siguien-
tes funciones:

1.	 Asesorar al Gobierno Nacional en la formulación, desarrollo y evaluación 
de la política nacional sobre bienestar y recreación de la juventud y fo-
mento de la educación física y el deporte a escala nacional;
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2.	 Emitir conceptos sobre los planes, programas y proyectos que el Gobierno 
someta a su consideración en el campo de la educación física, los depor-
tes, los programas de bienestar y recreación de la juventud, el fomento de 
asociaciones juveniles que se propongan finalidades de san recreación y 
formación de sus miembros;

3.	 Formular recomendaciones al Gobierno Nacional y a otros organismos 
oficiales y privados acerca del desarrollo de la educación física y el depor-
te y del fomento de organizaciones y actividades de bienestar y recreación 
de la juventud. (Decreto 2743 de 1968)

Esta iniciativa de orden estatal buscó reconocer la importancia de la definición 
de políticas para optimizar las condiciones de la juventud y la consecución de 
recursos destinados a proyectos orientados a esta población.

Según Muñoz González (2003), con la creación de la Consejería Presidencial 
para la Juventud, la Mujer y la Familia, a inicios de la década de 1990, este grupo 
poblacional fue el eje estructurador que dio relevancia al concepto de vulnera-
bilidad. En consonancia con este organismo, en 1992 se dio el aval a un “primer 
documento Conpes en el Consejo Nacional de Política Económica y Social (ór-
gano máximo de orientación general) relacionado con la juventud, concebido 
como primera Política Nacional de Estado para la Juventud” (p. 9). Con este 
Conpes se declara una percepción de los jóvenes como sujetos vulnerables. Este 
documento, según Muñoz González (2003), consideró al joven

potencialidad que se promueve y no como problema o riesgo que se corrige; 
el reconocimiento de la organización y la participación juveniles como pro-
pósitos deseables de la política pública; la inclusión del trabajo y el empleo 
como temas centrales de la política de juventud; la diferenciación clara del 
tema de juventud en las competencias del sistema educativo, de la recreación 
y los deportes y de las políticas contra la droga; y finalmente, el hecho de plan-
tearlo como un tema multisectorial y multidisciplinario. (p. 9)

Por tanto, hubo un reconocimiento de los jóvenes como sujetos activos, en una 
imagen que superó las visiones habituales de estos como sujetos problemas, 
actores de violencia o riesgo, como se encontraba en las diversas miradas en las 
décadas de 1980 y 1990; de esa manera se convirtieron en sujetos de atención 
para los diferentes sectores, cuyo abordaje es complejo, por lo cual su aproxi-
mación debe ser interdisciplinaria. Por iniciativa de la Consejería Presidencial 
se crearon las oficinas de juventud en las direcciones de los entes territoriales, 
municipios y departamentos. Esas oficinas se encargaron desde entonces de las 
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políticas hacia los jóvenes, con lo cual se descentralizó la responsabilidad sobre 
esta materia.

En 1994, se creó el Viceministerio de la Juventud, anexo al Ministerio de 
Educación Nacional, cuyas funciones principales fueron:

coordinar el diseño y ejecución de las políticas, planes y programas de educa-
ción, protección y desarrollo de la juventud, así como ofrecer asistencia téc-
nica a los entes territoriales y a las entidades públicas y privadas que realizan 
actividades con y para los jóvenes. (Muñoz González, 2003, p. 9)

El Viceministerio de la Juventud se apoya en el documento Conpes de 1995, que 
fija oficialmente una política de juventud:

Allí se caracteriza al sujeto joven proponiendo que: como ciudadanos tienen 
los derechos que les reconocen las normas internacionales, la Constitución 
y las leyes; sin embargo, con frecuencia viven bajo condiciones en las cua-
les esos derechos no se hacen efectivos. Este capítulo contiene una política 
nacional de juventud basada en el reconocimiento del joven como sujeto de 
derechos y deberes. (Muñoz González, 2003, p. 10)

Reconocer a los jóvenes como sujetos de derechos y como ciudadanos en la 
normatividad nacional e internacional fue un logro significativo; sin embargo, su 
afirmación no es suficiente, se requiere que sean promovidos y materializados 
en la vida cotidiana por los gobiernos y la sociedad en general. En este sentido, 
la Ley de la Juventud (Ley 375 de 1997) se formuló con disposiciones que bus-
can hacer seguimiento a las políticas públicas dirigidas a estos sujetos.

Su artículo 2 expone su finalidad:

La presente ley debe promover la formación integral del joven que contribuya 
a su desarrollo físico, psicológico, social y espiritual. A su vinculación y par-
ticipación activa en la vida nacional, en lo social, lo económico y lo político 
como joven y ciudadano. El Estado debe garantizar el respeto y promoción de 
los derechos propios de los jóvenes que le permitan participar plenamente en 
el progreso de la Nación.

Esta ley reconoce a los jóvenes como ciudadanos, pues se propone vincularlos 
como sujetos activos en la vida nacional en los ámbitos sociales, económicos y 
políticos. Para Muñoz González (2003), la Ley 375 de 1997

establece todo un sistema institucional para el diseño, la implementación y 
la evaluación de la política pública de juventud, incluyendo la creación de 
mecanismos de protección de los jóvenes (el Defensor de los Jóvenes en la 



Edilberto Hernández Cano

54

U
ni

ve
rs

id
ad

 D
is

tr
ita

l F
ra

nc
is

co
 J

os
é 

de
 C

al
da

s

Oficina del Defensor del Pueblo) y de participación de la sociedad civil en la 
gestión propiamente dicha, a través de diversas modalidades operativas. (p. 10)

En suma, pretende ser garante de los derechos de los jóvenes, creando los dis-
positivos para proteger y promover la política pública hacia la juventud. Para ser 
considerados en procesos de participación y derechos sociales, son reconocidos 
en esta ley como jóvenes los sujetos que se encuentran entre los 14 y 26 años. 
Según el artículo 4 de la Ley 375 de 1997,

para los efectos de la presente ley se entenderán como:

a.	 Juventud: Entiéndese por juventud el cuerpo social dotado de una consi-
derable influencia en el presente y en el futuro de la sociedad, que pue-
dan asumir responsabilidades y funciones en el progreso de la comunidad 
colombiana;

b.	 Mundo juvenil: Entiéndese por mundo juvenil los modos de sentir, pensar 
y actuar de la juventud, que se expresa por medio de ideas, valores, acti-
tudes y de su propio dinamismo interno.

Se mira a la juventud desde una perspectiva ideal, una representación esencia-
lista tradicional que instaura una representación de los jóvenes como agentes de 
cambio social, de esperanza para el progreso del país, se reconoce su rol activo 
al considerar su influencia en la sociedad. Esta mirada desatiende las condicio-
nes materiales y subjetivas que atraviesan las juventudes como sujetos diversos. 
Por su parte, el concepto de mundo juvenil se asume desde un horizonte más 
cultural, acerca de sujetos con características propias en su forma de pensar, 
sentir y actuar.

Según esta legislación, las condiciones para la formación integral y la parti-
cipación juvenil serán promovidas por el Estado, la sociedad civil y los mismos 
jóvenes. Es decir, la participación en la Ley 375 de 1997 es un aspecto central 
para que los jóvenes sean agentes de su propio desarrollo y actores importantes 
para el progreso del país.

La Ley 375 de 1997 contempla la creación del Sistema Nacional de Juventud, 
que busca el establecimiento de mecanismos para el bienestar de los jóvenes, 
mediante el trabajo de un grupo de trabajo heterogéneo: personas, entidades, 
instituciones y organizaciones, así como los consejos de juventud a nivel muni-
cipal y departamental. Si bien estos espacios fomentan la participación de los jó-
venes, esta es limitada, pues, para el caso de los consejos de juventud, se quedan 
como organizaciones consultivas y no de carácter decisorio, fundamentalmente 
en materia presupuestal.
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Mediante el Decreto 822 de 2000 se creó el Programa Presidencial para el 
Sistema Nacional de Juventud, “Colombia Joven”, dentro del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República:

Artículo 2. [...] tiene como objeto fijar políticas, planes y programas que con-
tribuyan a la promoción social, económica, cultural y política de la juventud. 
En tal virtud promoverá la coordinación y concertación de todas las agencias 
del Estado y de las demás organizaciones sociales, civiles y privadas, en fun-
ción del pleno desarrollo del Sistema Nacional de Juventud establecido en la 
Ley 375 de 1997 y de los sistemas territoriales de atención interinstitucional a 
la juventud, e impulsará la organización y participación juvenil en el campo 
económico, tecnológico, político, social y cultural y la vinculación de los jó-
venes colombianos con la globalización y el desarrollo universal.

Entre las finalidades, se estableció el desarrollo de la política pública encami-
nada hacia los jóvenes, junto con la ejecución de pesquisas y estudios concer-
nientes a esta población. El Departamento Administrativo de la Presidencia de 
la República tiene un director y un comité intersectorial de juventud, en el cual 
no hay representación de los jóvenes, lo cual genera políticas Estado-céntricas y, 
generalmente, adultocéntricas. Por otra parte, la Ley 1098 de 2006, “por la cual 
se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”, tiene por objeto

Artículo 2. [...] establecer normas sustantivas y procesales para la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de 
sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos internacionales 
de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como  
su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, 
la sociedad y el Estado.

Por tanto, la Ley 1098 de 2006 pretende en su conjunto la protección de los 
niños y los adolescentes de cualquier forma de maltrato y vulneración de sus 
derechos, con este fin establece directrices para el restablecimiento de derechos, 
procedimientos judiciales, prohibiciones y reglas especiales.

La Ley 1098 de 2006 reconoce como titulares de derechos a los menores 
de 18 años y platea como rango etario para los niños una edad entre los 0 y 12 
años, y para los adolescentes entre los 12 y los 18 años. En las legislaciones an-
teriores, se entendía a los jóvenes como una etapa comprendida entre los 14 y 
28 años. Por tanto, la adolescencia y la juventud en el contexto de la legislación 
no son categorías equiparables, pues desde una perspectiva etaria son diferentes.

La infancia y la juventud son construcciones sociales ubicadas históricamen-
te. Para Bajoit (2003), estas categorías se han abordado en contextos disciplinares 
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diferentes: la infancia en el campo de la psicología, en particular la psicología 
evolutiva, y la juventud en las ciencias sociales, las humanidades, la educación, 
los estudios culturales y la comunicación, como disciplinas representativas que 
centran su interés en la construcción del sujeto y sus relaciones sociales.

La Ley 1622 de 2013 expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil, con el cual se 
deroga la Ley 375 de 1997. Su objeto es 

establecer el marco institucional para garantizar a todos los y las jóvenes el 
ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil en los ámbitos, civil o personal, social 
y público, el goce efectivo de los derechos reconocidos en el ordenamiento 
jurídico interno y lo ratificado en los Tratados Internacionales, y la adopción 
de las políticas públicas necesarias para su realización, protección y sostenibi-
lidad; y para el fortalecimiento de sus capacidades y condiciones de igualdad 
de acceso que faciliten su participación e incidencia en la vida social, econó-
mica, cultural y democrática del país.

Esta nueva normativa tiene logros importantes al asumir un enfoque de derechos, 
diferencial, de desarrollo y seguridad humana; por tanto, reconoce a los jóve-
nes como sujetos de derechos, resalta su diversidad de condiciones: étnica, de 
género, edad, identidad sexual y discapacidad. Valora su seguridad integral, sus 
capacidades, aspectos que no eran contemplados en las legislaciones anteriores. 
Asimismo, la Ley 1622 de 2013 entiende a los jóvenes como sujetos de acción 
desde el principio de autonomía:

Artículo 4. […] 1. Autonomía. Las y los jóvenes son reconocidas y reconocidos 
como agentes capaces de elaborar, revisar, modificar y poner en práctica sus 
planes de vida a través de la independencia para la toma de decisiones; la au-
todeterminación en las formas de organizarse; y la posibilidad de expresarse 
de acuerdo a sus necesidades y perspectivas.

Además, la ley incluye principios orientadores como la descentralización, la 
dignidad, la diversidad, el interés juvenil, la territorialidad, la participación y  
la universalidad. Por ende, asume un enfoque cultural al reconocer a los jóvenes 
en su pluralidad desde una perspectiva diferencial:

8. Diversidad. Los y las jóvenes deben ser reconocidos en su diversidad bajo 
una perspectiva diferencial según condiciones sociales, físicas, psíquicas, de 
vulnerabilidad, discriminación, diversidad étnica, orientación e identidad se-
xual, territorial cultural y de género para garantizar la igualdad de oportuni-
dades a todas las personas jóvenes. […] 16. Territorialidad. Los jóvenes, en 
tanto sujetos sociales que habitan y usan espacios que construyen con otros 
sujetos sociales, son reconocidos como agentes con derechos pertenecientes 
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a un territorio corporal y físico donde construyen colectivamente y de manera 
consciente y diferencial entornos simbólicos, sociales y ambientales.

La Ley 1622 de 2013 define como jóvenes a los sujetos entre los 14 y 28 años, 
dos años más que en la Ley 375 de 1997:

Artículo 5. Definiciones. Para efectos de la presente ley se entenderá como: 
1. Joven. Toda persona entre 14 y 28 años cumplidos en proceso de conso-
lidación de su autonomía intelectual, física, moral, económica, social y cul-
tural que hace parte de una comunidad política y en ese sentido ejerce su 
ciudadanía.

Esta definición restringida ve a los hombres y las mujeres jóvenes como carentes, 
vulnerables, en dependencia, en proceso de alcanzar su autonomía; por tanto, 
desde en una matriz adultocéntrica, lo adulto es el ideal de sujeto. La Ley 1622 
de 2013 hace una distinción conceptual entre joven, juventudes y juvenil:

Artículo 5. [...] 2. Juventudes. Segmento poblacional construido sociocultural-
mente y que alude a unas prácticas, relaciones, estáticas y características que 
se construyen y son atribuidas socialmente. Esta construcción se desarrolla de 
manera individual y colectiva por esta población, en relación con la sociedad. 
Es además un momento vital donde se están consolidando las capacidades 
físicas, intelectuales y morales.

3. Juvenil. Proceso subjetivo atravesado por la condición y el estilo de vida ar-
ticulados a las construcciones sociales. Las realidades y experiencias juveniles 
son plurales, diversas y heterogéneas, de allá que las y los jóvenes no puedan 
ser comprendidos como entidades aisladas, individuales y descontextualiza-
das, sino como una construcción cuya subjetividad está siendo transformada 
por las dinámicas sociales, económicas y políticas de las sociedades y a cuyas 
sociedades también aportan.

Es importante resaltar que en la Ley 1622 de 2013 se entiende que la juventud 
y lo juvenil son una construcción individual, colectiva y sociocultural mediada 
por unas condiciones contextuales en las que se encuentran instalados. Por tan-
to, desde esta perspectiva, no podríamos hablar de jóvenes en singular ni enten-
derlos desde un punto de vista homogéneo.

El Estatuto de Ciudadanía Juvenil otorga a los jóvenes en su reconocimiento 
como sujetos activos la ciudadanía en los diferentes ámbitos de la esfera pú-
blica. Desde una perspectiva liberal, busca respetar, promover y garantizar sus 
derechos.
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En resumen, a través de medidas de promoción, prevención y protección, la 
Ley 1622 de 2013 pretende fortalecer el pleno ejercicio de los diversos derechos 
de los jóvenes: sociales, civiles, económicos, políticos, ambientales y cultura-
les, a nivel personal y colectivo, entregando al Estado la responsabilidad por su 
garantía.

La Ley 1885 de 2018, que modificó la Ley 1622 de 2013 y reglamentó lo 
pertinente al Sistema Nacional de Juventud, tiene el objetivo de hacer real el 
derecho a la participación plena de los jóvenes. Esta ley dilucida y amplía las 
funciones que le corresponden a los consejos de juventud para hacer efectivas 
la ciudadanía legal y los derechos políticos de los jóvenes en los territorios, pues 
obliga a que estas disposiciones se vinculen en los planes de desarrollo. Además, 
esta ley reglamenta los procedimientos para garantizar la participación de los 
jóvenes entre 14 y 28 años en los consejos de juventud y, con este fin, entrega a 
la Registraduría Nacional del Estado Civil los procedimientos que debe asumir. 
Así, los jóvenes se representan como sujetos activos con derechos políticos, me-
diante la garantía de su participación a través de la reglamentación instituida. 
La Ley 1885 de 2018 hace énfasis en la comprensión y la representación de 
los jóvenes como ciudadanos en una comunidad política y busca fortalecer su 
ciudadanía activa.

En consonancia con la Ley 1622 de 2013, desde el enfoque diferencial, se 
reconoce la condición de género:

5. Género. Es el conjunto de características, roles, actitudes, valores y sím-
bolos construidos socialmente que reconoce la diversidad y diferencias entre 
hombres y mujeres en pleno goce o ejercicio de sus derechos y libertades 
fundamentales, en condiciones de igualdad en las esferas política, económica, 
social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.

Además, la Ley 1885 de 2018 corrobora varios ámbitos plasmados en la Ley 
1622 de 2013 como referentes para la acción de las juventudes:

Se reconocerán como espacios de participación entre otros a las redes, mesas, 
asambleas, cabildos, consejos de juventud, consejos comunitarios afrocolom-
bianos, y otros espacios que surjan de las dinámicas de las y los jóvenes.

4. Ciudadanía Juvenil. Condición de cada uno de los miembros jóvenes de la 
comunidad política democrática; y para el caso de esta ley implica el ejercicio 
de los derechos y deberes de los jóvenes en el marco de sus relaciones con 
otros jóvenes, la sociedad y el Estado. La exigibilidad de los derechos y el 
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cumplimiento de los deberes estará referido a las tres dimensiones de la ciuda-
danía: civil, social y pública.

7.1. Ciudadanía Juvenil Civil. Hace referencia al ejercicio de los derechos y 
deberes civiles y políticos, de las y los jóvenes cuyo desarrollo favorece la ge-
neración de capacidades para elaborar, revisar, modificar y poner en práctica 
sus planes de vida.

7.2. Ciudadanía Juvenil Social. Hace referencia al ejercicio de una serie de 
derechos y deberes que posibilitan la participación de las y los jóvenes en los 
ámbitos sociales, económicos, ambientales y culturales de su comunidad.

7.3. Ciudadanía Juvenil Pública. Hace referencia al ejercicio de los derechos 
y deberes en ámbitos de concertación y diálogo con otros actores sociales, 
el derecho a participar en los espacios públicos y en las instancias donde se 
toman decisiones que inciden en las realidades de los jóvenes.

La Ley 2231 de 2022 establece una estrategia conocida como “Sacúdete”, que 
busca responder integralmente a los requerimientos de los jóvenes en situacio-
nes sociales, emocionales, económicas, culturales y políticas, para incidir en su 
trayectoria y proyectos de vida.

Desde la Ley 2231 de 2022 se reconoce la diversidad de las juventudes; por 
tanto, se toma distancia de las visiones homogeneizantes de esta población y se 
permite hablar de ellos en plural con un enfoque territorial, diferencial, étnico 
y de género.

En este contexto, los principios que sustentan la Ley 2231 de 2022 y la estra-
tegia “Sacúdete” son:

Artículo 5. Principios de Sacúdete. [...]

Inclusión e Interculturalidad: Reconocer la diversidad de las juventudes en 
aspectos como su situación socioeconómica, cultural, étnica, de origen, de 
culto, su libertad de opinión, sus vulnerabilidades, su condición de género y 
su orientación sexual y con ello, salvaguardar sus usos y costumbres.

Participación: Garantizar los procesos, escenarios, instrumentos y estímulos 
necesarios para la participación y decisión de los y las jóvenes sobre las so-
luciones a sus necesidades y la satisfacción de sus expectativas como ciu-
dadanos, sujetos de derechos, agentes autónomos y transformadores de sus 
realidades en los territorios para conseguir su propia prosperidad.

Corresponsabilidad: Garantizar la cooperación y compromiso del Estado, so-
ciedad y familia, como actores conducentes a garantizar, promover y fortalecer 
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el ejercicio de los derechos de los y las jóvenes en el desarrollo de sus proyec-
tos de vida.

Integralidad: Abordar todas las dimensiones del ser joven, así como los contex-
tos sociales, políticos, económicos, culturales, deportivos y ambientales donde 
este grupo etario se desarrolla.

Territorialidad: Desarrollar la política pública desde la proximidad, contexto, 
diversidad y características propias de cada territorio.

Complementariedad: Articular todas las políticas públicas, programas y estra-
tegias a fin de lograr la integración interinstitucional necesaria para el desa-
rrollo de acciones y metas dirigidas a los y las jóvenes teniendo en cuenta el 
curso de vida.

Esta política de Estado busca cerrar las brechas sociales y fortalecer las habilida-
des para el siglo XXI. Para su desarrollo, se plantean tres fases:

Artículo 4. Fases de Sacúdete. La ruta de intervención de la política pública 
Sacúdete está organizada en tres fases: Inspírate, Enfócate y Transfórmate.

Inspírate: Tiene como propósito detonar el talento de los jóvenes mediante el 
fortalecimiento de la ciudadanía, el ejercicio de los derechos y las habilidades 
del Siglo XXI, acercando los jóvenes a las megatendencias sociales, culturales 
y tecnológicas. Esto a partir de la aplicación de metodologías y herramientas 
de aprendizaje, que fomentan la creatividad, innovación, pensamiento crítico, 
resolución de retos, colaboración y comunicación asertiva.

Enfócate: Tiene como propósito poner en práctica las habilidades esenciales y 
técnicas que permiten a los jóvenes estructurar sus proyectos de vida a partir 
de una asesoría y acompañamiento que fomente los hábitos para la mentali-
dad emprendedora, el desarrollo de vocaciones y oficios específicos.

Transfórmate: Tiene como propósito apoyar la materialización de las inicia-
tivas de los jóvenes, a partir de alianzas con los sectores público, privado, 
academia, cooperación internacional, tercer sector y sociedad civil, con miras 
a la promoción de las 3E: Educación, Empleo y Emprendimiento.

Finalmente, el Decreto 2647 de 2022, “por el cual se modifica la estructura del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República”, en su artículo 
22, define las funciones de la Consejería Presidencial para la Juventud, las cua-
les se orientan hacia la promoción y la garantía de los derechos y la prevención 
de condiciones de vulnerabilidad, el desarrollo de habilidades, capacidades y 
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competencias individuales y colectivas, el fortalecimiento de los vínculos fami-
liares y comunitarios, en atención a los enfoques diferenciales.

En coherencia con la Ley 1885 de 2018 y la Ley 1622 de 2013, entre las 
funciones de la Consejería Presidencial para la Juventud, se busca garantizar el 
ejercicio pleno de la ciudadanía para los jóvenes, que les permita trazar su pro-
yecto de vida, en equidad de derechos y deberes.

Conclusiones
Este recorrido por los discursos que se instauran a través de las disposiciones 
normativas presenta una subjetividad de los jóvenes producida por narrativas 
exteriores a estos sujetos. Esta normativa ha construido una comprensión parti-
cular de lo que es ser joven y, en consecuencia, de lo que define sus prácticas y 
acciones posibles.

Las políticas sobre la juventud, como lo afirma Hernández Cano (2020), son 
lineamientos prescriptivos que instauran regímenes de subjetivación política, 
son producto de determinadas necesidades, producen imágenes e instituyen re-
presentaciones sobre ser y vivir como joven. Aunque estas políticas adultocén-
tricas buscan el reconocimiento de los jóvenes como ciudadanos, en su vida 
cotidiana enfrentan desafíos y obstáculos que les impiden ejercer plenamente 
esta condición.

En el contexto del país, estos postulados normativos son necesarios, pero 
además se requiere atender a las condiciones sociales, económicas y cultura-
les que restringen el acceso a estos discursos de la igualdad de oportunidades, 
como el acceso a una educación de calidad, al empleo, a la inclusión real en los 
escenarios políticos y a la participación representativa en la toma de decisiones.

Como se aprecia en la legislación y las políticas públicas, los jóvenes tienen 
derechos y responsabilidades como ciudadanos; sin embargo, la realidad mues-
tra que a menudo no hay correspondencia entre los postulados y la vida coti-
diana. Es fundamental eliminar las barreras y fomentar la participación activa y 
significativa de los jóvenes en la sociedad, reconociendo y valorando en la prác-
tica su diversidad, sus perspectivas y sus contribuciones. La efectividad de los 
sistemas normativos depende en gran medida de la implementación adecuada y 
la supervisión constante de los organismos de control y de protección para ga-
rantizar el cumplimiento de las leyes y las políticas en beneficio de los jóvenes.
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